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“Decenio de la igualdad de oportunidades para mujeres y hombres” 

“Año de la unidad, la paz y el desarrollo” 

 

 

Expediente : 01072-2023-HC/TC 

Sala   : 02 

Escrito  : Dos 

Sumilla  : Presentamos ampliación de 

  amicus curiae  

 

   

SEÑOR PRESIDENTE DE LA SALA 2 DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

 

ELIZABETH ZEA MARQUINA Adjunta en 

Asuntos Constitucionales (e) de la Defensoría 

del Pueblo, en el proceso de hábeas corpus 

seguido por Ramón Lucianetti Pairazamán León 

y otro contra Rutas de Lima S.A.C y otros, me 

presento ante usted para decir respetuosamente 

lo siguiente:  

 

El pasado 25 de octubre participamos en la audiencia pública convocada por esta sala para 

discutir cómo el cobro del peaje Chillón (sentido de norte a Lima) impacta en el ejercicio del 

derecho a la libertad de tránsito y demás derechos conexos en el demandante y la 

ciudadanía en general. En ese sentido, con la finalidad de brindarle mayores elementos de 

juicio que contribuyan a adoptar una decisión más tuitiva para las personas, ampliamos 

nuestros argumentos en calidad de amicus curiae, al amparo del artículo 17 de la Ley 

26520, Ley Orgánica de la Defensoría del Pueblo, y el artículo V del Título Preliminar del 

Nuevo Código Procesal Constitucional, Ley 31307.  

 

Cabe resaltar que, este documento fue elaborado como consecuencia de una supervisión in 

situ de las zonas que comprenden el mencionado peaje en Puente Piedra, el cual estuvo 

conformado por representantes de nuestra institución y el acompañamiento del señor Benny 

Aquino Alanya, Gerente de Desarrollo Urbano de la Municipalidad Distrital de Puente Piedra 

(ANEXO 1-A).  

 

Finalmente, se acompaña el Informe Defensorial 003-2023-DP/AMASPPI: “El caso de la 

concesión vías nuevas de Lima y la afectación al interés público: Una aproximación a partir 

de la vulneración de los derechos fundamentales” para complementar la evaluación del 

caso in comento  (ANEXO 1-B). 

 

I.- ANTECEDENTES DEL PRESENTE PROCESO DE HÁBEAS CORPUS 

 

Con fecha 3 de febrero de 2020, la Municipalidad Distrital de Puente Piedra interpuso una 

demanda de habeas corpus contra la empresa Rutas de Lima S.A.C., la Municipalidad 

Metropolitana de Lima y la Empresa Municipal Administradora de Peaje de Lima S.A., con la 

finalidad de que se ordene el retiro de la caseta del peaje Chillón y los muros de concreto 
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instalados al lado derecho (vía alterna), por contravenir el derecho fundamental al libre 

tránsito.   

 

En el texto de la demanda se señala que, las garitas de peaje instaladas dentro del distrito 

de Puente Piedra constituyen una obstrucción al libre tránsito, porque no existen vías 

alternas que permitan el libre desplazamiento vehicular en el sentido norte a sur. Además, la 

colocación de bloques de concreto hace imposible el cruce vehicular de los vecinos de la 

zona denominada la Capitana hacia la zona Shangri La. También se manifiesta que las vías 

de tránsito público no solo garantizan el desplazamiento, sino también facilitan el ejercicio 

de los derechos fundamentales, como el trabajo, salud, alimentación, entre otros.  

 

De esta manera, refiere que la existencia de la caseta del peaje Chillón ha consumado un 

trato desigual contra los vecinos y personas que viven y transitan en Puente Piedra, debido 

a que es el único distrito —en el tramo que comprende desde el óvalo de Habich hasta la 

entrada a Ancón (San Martín de Porras, Comas y Los Olivos)— que ha sido objeto de un 

peaje.  

 

II.- FUNDAMENTOS DE HECHO 

 

1.- La implementación del proyecto "Vías Nuevas de Lima” y el contrato de concesión 

suscrito entre la Municipalidad Metropolitana de Lima con Rutas de Lima S.A.C.  

 

En el año 2010, el Consorcio "Líneas Viales de Lima" (conformado por las empresas 

Constructora Norberto Odebrecht S.A. y Odebrecht Participacoes e Investimentos S.A.) 

presentó ante la Gerencia de Promoción de la Inversión Privada de la Municipalidad 

Metropolitana de Lima (en adelante MML) la iniciativa privada denominada Proyecto "Vías 

Nuevas de Lima” con la finalidad de diseñar, construir, operar y mantener las nuevas vías 

urbanas, así como realizar el mejoramiento, operación y mantenimiento de vías urbanas 

existentes.  

 

Dicho proyecto fue posteriormente declarado de interés por la MML mediante Acuerdo de 

Concejo 825, de fecha 3 de mayo de 2012, año en el que se adjudicó al mencionado 

consorcio la ejecución y explotación de aquel1 con el objeto de construir, mejorar y 

conservar los tramos: Panamericana Norte, Panamericana Sur y Ramiro Prialé. Se proyectó 

la ejecución de tales obras en un plazo de tres (3) años, contados desde la finalización de 

las actividades preparatorias. 

 

Es por ello que, en el año 2013, se suscribió el Contrato de Concesión entre la MML y 

“Nuevas Rutas de Lima”, mediante el cual se le otorgó al concesionario el derecho al 

aprovechamiento económico exclusivo de los bienes de la concesión y al cobro de la tarifa 

por el derecho de paso en las unidades de peaje durante la vigencia del contrato. Dicho 

cobro permitiría cubrir los costos de inversión, operación y conservación en que incurra 

Rutas de Lima S.A.C. (en adelante Rutas de Lima), siendo ello expresamente previsto en el 

contrato, haciendo de este uno de carácter autosostenible.  

 

                                                
1  El Proyecto tuvo como objetivo la integración de 23 distritos de la ciudad de Lima mediante autopistas y 

consta de tres tramos (i) Panamericana Norte; (ii) Panamericana Sur; y (iii) Ramiro Prialé. 



 

3 

Cabe destacar que, en el año 2014, la comuna metropolitana y la empresa concesionaria 

modificaron el contrato de concesión, lo cual supuso un cambio en el plazo de finalización 

de las obras obligatorias del tramo Panamericana Norte (Adenda de Bancabilidad). 

Posteriormente, las partes incorporaron nuevas obligaciones contractuales en torno a la 

ejecución del proyecto. Conforme al acuerdo suscrito en el año 2015, Rutas de Lima se 

obligó a ejecutar determinadas actividades previas en los tramos de Ramiro Prialé y 

Panamericanas Norte y Sur, por ello se estableció como mecanismo de compensación, 

entre otros, una modificación al alza de las tarifas.  

 

Asimismo, de acuerdo con el acta suscrita un año después, se acordó ajustar dichos 

mecanismos de compensación, a fin de reducir el impacto que hubiese generado al usuario 

el incremento del peaje acordado en el referido documento. Se definieron también las 

fechas para el cumplimiento de las obligaciones contractuales a cargo del concedente y se 

estableció la fecha de implementación de la Nueva Unidad de Peaje Chillón (sentido de 

Lima al norte). En atención a este último acuerdo, el 29 de diciembre de 2016 la MML 

implementó la Nueva Unidad de Peaje de Chillón y Rutas de Lima inició el cobro de la tarifa. 

 

Cabe resaltar que, en todo el iter contractual, no se ha desarrollado ningún mecanismo de 

participación ciudadana, ni de difusión previa de los posibles alcances de la iniciativa 

privada, ni de su impacto en la población de Lima, puesto que la normatividad vigente que 

regula los contratos en asociación público-privada no prevé el desarrollo de actividad alguna 

en ese sentido. Sin embargo, el contrato sí contempló la obligación de la MML de 

compensar a la empresa concesionaria en caso que la realización de movilizaciones 

sociales por la implementación del peaje Chillón (sentido de Lima al norte) impida la 

recaudación correspondiente2. De hecho, se estableció que, de prolongarse dicho 

impedimento por más de 365 días naturales, debía negociarse un mecanismo de 

compensación económica o declararse de mutuo acuerdo la caducidad del contrato. 

 

2.- Protestas sociales y acciones legales respecto al cumplimiento del contrato de 

concesión    

 

La implementación de la Nueva Unidad de Peaje Chillón en enero de 2017 propició la 

realización de movilizaciones sociales masivas en rechazo a dicha medida, hechos que 

dieron lugar a la suspensión del cobro de las tarifas por concepto de peaje3. Frente a ello, 

Rutas de Lima inició un arbitraje internacional, el cual fue resuelto en mayo del año 2020 en 

sentido desfavorable para la MML.  

 

Recientemente, en enero del presente año, mediante Acuerdo de Concejo N° 011 la MML 

declaró la afectación del interés público4 y, por consiguiente, hizo uso de la acción de 

                                                
2  La referida compensación equivaldría al monto equivalente a la recaudación calculada en función de la 

demanda efectiva de tráfico, más gastos financieros asociados a la imposibilidad de cobro de las tarifas, 
aplicable en caso que la MML no pueda restablecer, en el pazo de tres días, las condiciones que permitan la 
explotación de la concesión.  

3  DEFENSORÍA DEL PUEBLO. Reporte de Conflictos Sociales 154. Diciembre 2016, Lima, p.72. Disponible 
en: https://www.defensoria.gob.pe/wp-content/uploads/2017/02/Reporte-Mensual-de-Conflictos-Sociales-N-
154-Diciembre-2016.pdf 

4  Las principales causas que se invocan son: 1) la problemática social generada por el cobro del Peaje Chillón 
en la población del área de influencia, que se ve obligada a pagar una tarifa para movilizarse cotidianamente, 
debido a la geografía y disposición de las vías concesionadas; 2) desde el año 2020, Invermet ha emitido 14 

https://www.defensoria.gob.pe/wp-content/uploads/2017/02/Reporte-Mensual-de-Conflictos-Sociales-N-154-Diciembre-2016.pdf
https://www.defensoria.gob.pe/wp-content/uploads/2017/02/Reporte-Mensual-de-Conflictos-Sociales-N-154-Diciembre-2016.pdf
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resolución unilateral del contrato con dicha empresa, de conformidad con lo previsto en el 

propio acuerdo contractual y cuya decisión fue comunicada mediante Carta N° 003-2023-

GPIP-MML, del 30 de enero de 2023. 

 

Al respecto, tal como informaron los medios de comunicación5, el concesionario obtuvo una 

medida cautelar que suspendió el proceso de terminación unilateral hasta la expedición del 

laudo arbitral correspondiente y que, además, ordenó a la MML a abstenerse de declarar 

públicamente sobre el asunto y contra Rutas de Lima, durante el trámite del arbitraje. 

 

Sin perjuicio de lo anteriormente expuesto, el pasado 26 de mayo, diversas asociaciones del 

distrito de Puente Piedra solicitaron la participación de la Defensoría del Pueblo en el 

proceso constitucional de amparo instaurado contra la empresa Rutas de Lima (Ingreso 

8347) por el cobro del peaje Chillón (sentido de norte a Lima), el cual se viene tramitando 

ante el Poder Judicial con el Expediente 02632-2023-0-1801-JR-DC-02. 

 

Los ciudadanos sostuvieron que, a pesar de que la MML resolvió el contrato de concesión 

con la citada empresa, bajo la causal de afectación del interés público, esta no devolverá las 

áreas de terreno que ocupa en virtud de la concesión, puesto que en fecha 20 de enero de 

2023 emitió un comunicado en el cual informa que adoptará las medidas legales en 

instancias nacionales e internacionales para oponerse. Refirieron que esta situación 

contraviene los derechos al libre desarrollo de la personalidad, a no ser discriminado por 

razones de condición económica, a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado para el 

desarrollo de la vida y el derecho a la educación, consagrados en el artículo 2, incisos 1, 2 y 

22 y el artículo 13 de la Constitución. En razón de ello, nuestra institución realizó un estudio 

sobre la presente problemática cuyos hallazgos fueron dados a conocer a través del Informe 

Defensorial 003 -2023-DP/AMASPPI: “El caso de la Concesión Vías Nuevas de Lima y la 

afectación al interés público: Una aproximación a partir de la vulneración de los derechos 

fundamentales”6.  

 

Mediante el precitado informe se concluyó que la suscripción del referido contrato de 

concesión y durante sus diversas modificaciones no se empleó mecanismos de 

participación ciudadana y tampoco se analizó el impacto que su implementación podría 

generar en los derechos de la ciudadanía. De igual forma, se dio cuenta del conflicto social 

que implicó la ejecución de dicho contrato de concesión y de la situación de calma existente 

debido a la suspensión de los acuerdos relacionados con el funcionamiento de la nueva 

unidad de peaje. También se precisaron las razones para considerar la afectación al interés 

                                                                                                                                                  
759 observaciones, lo que refleja un servicio deficiente; 3) el contrato ha sido diseñado con cláusulas que 
limitan la ejecución del proyecto, y dificultan el papel de la MML para satisfacer y defender el interés de los 
ciudadanos; 4) en el Área Norte de Lima no se cuenta con otros accesos a la Panamericana. Norte; es decir; 
se evidencia la necesidad de construir vías alternas que permitan mejorar los tiempos de viaje, así como la 
conectividad de los ciudadanos, pero ello está limitado por la figura de “puntos de fuga” que habilita al 
concesionario a solicitar una compensación ante la construcción de una nueva vía que pudiera servir como 
alternativa a la Panamericana Norte; 5) el incremento demográfico de la población de Puente Piedra; 6) el 
perjuicio económico a los usuarios por los seis incrementos de la tarifa de peaje (2013-2022), al amparo del 
contrato de concesión y el acta de acuerdo del 30.06.2016; etc.  

5  Disponible en: https://elcomercio.pe/economia/peru/tribunal-arbitral-internacional-ordena-a-la-mml-
suspender-proceso-de-caducidad-delcontrato-con-rutas-de-lima-ultimas-noticia/ 

6  DEFENSORÍA DEL PUEBLO. Informe Defensorial N° 003 -2023-DP/AMASPPI: “El caso de la Concesión 
Vías Nuevas de Lima y la afectación al interés público: Una aproximación a partir de la vulneración de los 
derechos fundamentales”. Lima: 2023.  Disponible en: https://www.defensoria.gob.pe/wp-
content/uploads/2023/07/ID-Rutas-de-Lima.pdf  

https://elcomercio.pe/economia/peru/tribunal-arbitral-internacional-ordena-a-la-mml-suspender-proceso-de-caducidad-delcontrato-con-rutas-de-lima-ultimas-noticia/
https://elcomercio.pe/economia/peru/tribunal-arbitral-internacional-ordena-a-la-mml-suspender-proceso-de-caducidad-delcontrato-con-rutas-de-lima-ultimas-noticia/
https://www.defensoria.gob.pe/wp-content/uploads/2023/07/ID-Rutas-de-Lima.pdf
https://www.defensoria.gob.pe/wp-content/uploads/2023/07/ID-Rutas-de-Lima.pdf


 

5 

público y sobre el incumplimiento de la Ley 15773 que prevé condiciones para establecer un 

peaje. 

3.- Rutas de Lima habría anunciado un nuevo incremento de la tarifa del peaje Chillón 

(sentido norte a Lima) 

 

El pasado 02 de noviembre, los medios de comunicación informaron sobre el nuevo 

incremento del precio de las tarifas por concepto de peaje en las estaciones que se 

encuentran bajo administración de Rutas de Lima. De acuerdo a lo alertado por la MML, el 

pago por dicho concepto aumentaría S/ 1.00, es decir, se pasaría de S/ 6.50 a S/ 7.50. En 

opinión de la comuna metropolitana, dicha medida constituiría un abuso, puesto que se 

vería afectada la economía de los ciudadanos de Lima Norte y Sur7.  

 

Por su parte, la empresa ha señalado que todo incremento se sustenta en la aplicación de 

una fórmula de reajuste tarifario previsto en el propio contrato, pero habría aclarado que no 

subirá el costo del peaje8.  

 

4.- Sobre la ubicación del peaje (sentido de norte a Lima) en el distrito de Puente 

Piedra 

 

Según el Instituto Nacional de Estadística e Informática (en adelante INEI), actualmente 

Lima Metropolitana supera los 10 millones 151 mil habitantes, en donde la población del 

distrito de Puente Piedra representa el 4.1% del total, lo que comprende aproximadamente 

416, 191 personas9.  

 

El ingreso económico per cápita por hogar en Puente Piedra se concentra básicamente en 

los estratos bajo, medio bajo y medio. Así, de un total de 86,421 hogares, estos ascienden a 

85,282, lo que equivale al 98.7% del total de hogares. Cabe mencionar que el 72.7% de los 

hogares cuenta con un ingreso que puede estar muy por debajo o similar al sueldo 

mínimo vital vigente (S/ 1,025 soles)10: 

 

ESTRATO 
INGRESO PER CÁPITA POR 

HOGARES 
HOGARES 

Alto 2,412.45 a más 0 (0 %) 

Medio alto 1,449.72 – 2,412.44 1,139 (1.3 %) 

                                                
7  GESTIÓN. Rutas de Lima: precio del peaje subirá de S/ 6.50 a S/ 7.50, alerta Rafael López Aliaga. Lima: 02 

de noviembre de 2023.  Disponible en: https://gestion.pe/peru/peajes-rutas-de-lima-precio-del-peaje-sube-de-
s-650-a-s-750-alerta-rafael-lopez-aliaga-mml-noticia/?ref=gesr; El Comercio (02 de noviembre de 2023). 
Peaje en Lima: cuánto sería el aumento, según comunicado de Rutas de Lima [El Comercio]. Disponible en: 
https://elcomercio.pe/respuestas/cuanto/peaje-en-lima-cuanto-seria-el-aumento-segun-comunicado-de-rutas-
de-lima-rafael-lopez-aliaga-tdpe-noticia/?ref=ecr  

8  RPP. Rutas de Lima aclara que no subirá el costo de los peajes, tal y como había anunciado Rafael López 
Aliaga. Disponible en: https://rpp.pe/politica/actualidad/rutas-de-lima-aclara-que-no-subira-el-costo-de-los-
peajes-tal-como-habia-anunciado-rafael-lopez-aliaga-noticia-1515685?ref=rpp  

9  INEI. Población de Lima Metropolitana supera los 10 millones 151 mil habitantes. En: Nota de Prensa, N° 
006, de fecha 17 de enero de 2023. Disponible en: 
https://www.inei.gob.pe/media/MenuRecursivo/noticias/nota-de-prensa-no-006-2023-inei.pdf  

10  INEI. Planos estratificados de Lima Metropolitana a Nivel de Manzanas 2020. Según ingreso per cápita del 
hogar. Lima: INEI, p. 41. Disponible en: 
https://www.inei.gob.pe/media/MenuRecursivo/publicaciones_digitales/Est/Lib1744/libro.pdf  

https://gestion.pe/peru/peajes-rutas-de-lima-precio-del-peaje-sube-de-s-650-a-s-750-alerta-rafael-lopez-aliaga-mml-noticia/?ref=gesr
https://gestion.pe/peru/peajes-rutas-de-lima-precio-del-peaje-sube-de-s-650-a-s-750-alerta-rafael-lopez-aliaga-mml-noticia/?ref=gesr
https://elcomercio.pe/respuestas/cuanto/peaje-en-lima-cuanto-seria-el-aumento-segun-comunicado-de-rutas-de-lima-rafael-lopez-aliaga-tdpe-noticia/?ref=ecr
https://elcomercio.pe/respuestas/cuanto/peaje-en-lima-cuanto-seria-el-aumento-segun-comunicado-de-rutas-de-lima-rafael-lopez-aliaga-tdpe-noticia/?ref=ecr
https://rpp.pe/politica/actualidad/rutas-de-lima-aclara-que-no-subira-el-costo-de-los-peajes-tal-como-habia-anunciado-rafael-lopez-aliaga-noticia-1515685?ref=rpp
https://rpp.pe/politica/actualidad/rutas-de-lima-aclara-que-no-subira-el-costo-de-los-peajes-tal-como-habia-anunciado-rafael-lopez-aliaga-noticia-1515685?ref=rpp
https://www.inei.gob.pe/media/MenuRecursivo/noticias/nota-de-prensa-no-006-2023-inei.pdf
https://www.inei.gob.pe/media/MenuRecursivo/publicaciones_digitales/Est/Lib1744/libro.pdf


 

6 

Medio 1,073.01 – 1,449.71 22,499 (26.0 %) 

Medio bajo 863.72 – 1,073.00 36,447 (42.2 %) 

Bajo 863.71 a menos 26,336 (30.5 %) 

Total 86,421 (100 %) 
 

Elaboración: Adjuntía en Asuntos Constitucionales 

Fuente: INEI 

 

El peaje Chillón, con sentido de norte a Lima, se encuentra ubicado dentro del mismo 

distrito de Puente Piedra y lo ha dividido en 2 zonas: Una zona norte, que concentra casi las 

3/4 partes de la población y otra zona sur, que comprende el ¼ restante de su jurisdicción. 

Esto significa que los habitantes de la parte norte y distritos aledaños deben pagar peaje 

para regresar a Lima; mientras que, los vecinos del sector pagarán peaje se traslades a 

Puente Piedra norte y decidan regresar a sus domicilios. 

 

 
 

 Elaboración: Adjuntía en Asuntos Constitucionales  
 Fuente: Municipalidad Distrital de Puente Piedra 

 

Peaje 
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Dicha división, no solo es poblacional, sino también en la prestación de los servicios 

públicos esenciales. Por ejemplo, en la zona norte, se encuentra el único hospital de 

nivel 2 en Puente Piedra: Carlos Lanfranco La Hoz; las instituciones educativas más 

emblemáticas, como Augusto B. Leguía, Sagrado Corazón de Jesús y Manuel Tobías 

García Cerrón, y los mercados mayoristas de Huamantanga y Tres Regiones. En tanto, 

en la zona sur, se hallan postas médicas o establecimientos de salud de menor 

complejidad, instituciones educativas de menor capacidad y mercados minoristas. 

 

Además, de acuerdo con las cifras de la ONG Lima Cómo Vamos, en el año 2021, el distrito 

de Puente Piedra generó un total de 91,443.53 toneladas de residuos sólidos al año, es 

decir, un promedio de 0.62 kg. por habitante al día11. Asimismo, en materia de seguridad 

ciudadana, Puente Piedra registró un total de 3,433 denuncias al año 2021, ubicándose en 

el puesto 13 de los 43 distritos de Lima Metropolitana y el Callao cercado12. 

 

En conclusión, toda la población de Puente Piedra, incluyendo sus autoridades, deben 

pasar y pagar el peaje Chillón para realizar sus actividades diarias o prestar su 

función pública, respectivamente, ya que no solo pagan quienes transitan por la 

Panamericana Norte para recibir una atención médica, ir a clases, practicar alguna 

actividad lúdica, sino también el personal de serenazgo que brinda el servicio de 

seguridad ciudadana, los recolectores de residuos sólidos, entre otros.  

 

IV.- FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

1.- Sobre la imposición del peaje Chillón (sentido norte a Lima) y la vulneración del 

derecho a la libertad de tránsito  

 

1.1. El ejercicio del derecho a la libertad de tránsito en el marco del cobro de 

peajes: La vía alterna y sus condiciones de accesibilidad 

 

El derecho fundamental a la libertad de tránsito se encuentra regulado en el artículo 2, 

inciso 11 de nuestra Constitución, el cual precisa que toda persona tiene derecho a elegir su 

lugar de residencia, a transitar por el territorio nacional y a salir de él y entrar en él, salvo 

limitaciones por razones de sanidad o por mandato judicial o por aplicación de la ley de 

extranjería. 

 

En esa línea, el Tribunal Constitucional (en adelante TC) ha señalado que este derecho: 

 

“[…] Comporta el ejercicio del atributo de ius movendi et ambulandi; es decir, 

supone la posibilidad de desplazarse autodeterminativamente en función de las 

propias necesidades y aspiraciones personales, a lo largo y ancho del territorio, así 

como la de ingresar o salir de él, cuando así se desee. Se trata, en suma, de un 

imprescindible derecho individual y de un elemento conformante de la libertad 

individual. Más aún, deviene en una condición indispensable para el libre desarrollo 

                                                
11  LIMA CÓMO VAMOS. ¿Cómo vamos en Lima y Callao? Reporte urbano de indicadores de calidad de vida 

2021. Lima: Sistema Urbano, noviembre 2022, p. 24. Disponible en: https://www.limacomovamos.org/wp-
content/uploads/2022/11/ReporteIndicadoresLCV2021.pdf  

12  LIMA CÓMO VAMOS. Óp. Cit., o. 38. Disponible en: https://www.limacomovamos.org/wp-
content/uploads/2022/11/ReporteIndicadoresLCV2021.pdf 

https://www.limacomovamos.org/wp-content/uploads/2022/11/ReporteIndicadoresLCV2021.pdf
https://www.limacomovamos.org/wp-content/uploads/2022/11/ReporteIndicadoresLCV2021.pdf
https://www.limacomovamos.org/wp-content/uploads/2022/11/ReporteIndicadoresLCV2021.pdf
https://www.limacomovamos.org/wp-content/uploads/2022/11/ReporteIndicadoresLCV2021.pdf
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de la persona, toda vez que se presenta como el derecho que tiene ésta para 

poder ingresar, permanecer, circular y salir libremente del territorio nacional”13. [El 

resaltado es nuestro]. 

Del mismo modo, ha enfatizado que el derecho en mención puede ser ejercido de manera 

directa o indirecta a través de las unidades de transporte, así como en vías públicas o 

privadas de uso público: 

 

“[…] esta facultad de desplazamiento se manifiesta a través del uso de las vías de 

naturaleza pública o de las vías privadas de uso público, derecho que puede ser 

ejercido de modo individual y de manera física, o a través de la utilización de 

herramientas tales como vehículos motorizados, locomotores, etc. Sin embargo, 

como todo derecho fundamental, la libertad de tránsito no es un derecho absoluto, 

ya que puede y debe ser limitado, por diversas razones”14. [El resaltado es nuestro]. 

 

No obstante, los límites al ejercicio de la libertad de tránsito se sujetan a los principios de 

razonabilidad e interdicción a la arbitrariedad: 

 

“[La libertad de tránsito mediante vehículos o no] puede ser ejercida en las rutas y 

zonas establecidas, conforme a las limitaciones previstas en la legislación sobre la 

materia. Sin embargo, [tales] límites [no pueden ser] irrazonables o arbitrarios que 

impidan el ejercicio del derecho a la libre circulación vehicular o que tiendan a 

desnaturalizar el fin y uso de los bienes públicos del Estado […]”15. [El resaltado es 

nuestro]. 

 

En ese sentido, se colige que si bien es plenamente válido que este derecho fundamental 

en circunstancias que resulten justificadas pueda ser objeto de limitaciones —provenientes 

del Estado o por iniciativa de particulares—, estas no deben constituir medidas que, en la 

práctica, terminen por vaciar de contenido al derecho a la libertad de tránsito y, por ende, 

hagan inviable su ejercicio efectivo. Precisamente, uno de los casos mediante los cuales se 

limita el derecho a la libertad de tránsito es a través de la implementación de peajes, ya sea 

que fueran impuestos por decisión estatal o por contratos celebrados entre el Estado y el 

sector privado. 

 

El peaje es un pago que se efectúa a favor del Estado o entidad privada para ejercer el 

derecho al libre tránsito en determinada carretera vial, que ofrece mejores condiciones de 

infraestructura y transitabilidad. Según la vigente Ley 15773, que establece el sistema de 

peaje en las carreteras, un peaje constituye una vía que representa más beneficiosa frente 

a otra carretera o línea férrea preexistente:  

 

Artículo 2.- El peaje podrá establecerse en las carreteras cuyo uso sea más 

ventajoso que: 

a) el de otra carretera preexistente; o 

b) el de una línea férrea preexistente. 

 

                                                
13  STC 06617-2006-PHC/TC, fundamento 3. 
14  STC 04083-2015-PHC/TC, fundamento 3. 
15  STC 03948-2004-PHC/TC, fundamento 9. 



 

9 

En otras palabras, de la naturaleza misma del peaje fluye a su vez el reconocimiento de una 

ruta alternativa que permita la circulación de las personas. De ahí que, la exigencia de una 

vía alterna sea un requisito previo al establecimiento de un peaje, lo que forma parte 

del ámbito protegido de la libertad de tránsito, pues precisamente garantiza que no se 

puedan establecer peajes cuando se trata de la única vía y, asimismo, evita la imposición de 

cargas irrazonables y desproporcionadas que impida el libre desplazamiento de las 

personas en el territorio nacional. 

 

Siguiendo esa misma idea, el TC ha establecido que la falta de una vía alterna vulnera el 

derecho al libre tránsito. Así, en un hábeas corpus interpuesto por diversos ciudadanos 

contra el peaje impuesto por el alcalde de la Municipalidad Distrital de Quichuay (Huancayo) 

a través de la Ordenanza Municipal 001-2006 señaló lo siguiente:  

 

“[…] el emplazado ha dispuesto arbitrariamente que todo vehículo que no 

cumpla con el pago del peaje quede impedido de pasar, violando, en 

consecuencia, el derecho de libertad de tránsito de las personas ya que ésta 

es la única vía (tal como quedó sentado en el acta de constatación a fojas 18) que 

permite hacer uso del Pontón ubicado en el Barrio La Esperanza”16. [El resaltado es 

nuestro]. 

 

Ahora bien, es importante anotar que la vía alterna, como requisito indispensable para 

establecer un peaje en otra vía, no solo se satisface con su mera existencia o 

disponibilidad, sino principalmente con condiciones básicas que garanticen su 

accesibilidad para que las personas puedan ejercer sus derechos fundamentales o 

recibir los servicios públicos más elementales. Por consiguiente, resulta imperioso 

evaluar los criterios de accesibilidad bajo un enfoque de derechos humanos.  

 

Los Objetivos de Desarrollo Sostenible (en adelante ODS), adoptados por las Naciones 

Unidas en 2015, contienen objetivos globales para que los Estados erradiquen la pobreza, 

el hambre, las carencia de salud, educación, discriminación, entre otros, y garanticen un 

desarrollo sostenible y equilibrado para todas las personas.  

 

En ese sentido, el Objetivo 11, referido a lograr que las ciudades sean más inclusivas, 

seguras, resilientes y sostenibles, plantea como obligaciones de los Estados a dar prioridad 

al acceso a los servicios básicos, a la vivienda a precios asequibles, al transporte eficiente y 

a los espacios verdes para todo el mundo17. Por eso, propone como metas:  

 

11.2 De aquí a 2030, proporcionar acceso a sistemas de transporte seguros, 

asequibles, accesibles y sostenibles para todos y mejorar la seguridad vial, 

en particular mediante la ampliación del transporte público, prestando 

especial atención a las necesidades de las personas en situación de 

vulnerabilidad, las mujeres, los niños, las personas con discapacidad y las 

personas de edad. 

                                                
16  STC 06976-2006-HC/TC, fundamento 5, c). 
17  Disponible en: https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/cities/  

https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/cities/
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11.3 De aquí a 2030, aumentar la urbanización inclusiva y sostenible y la 

capacidad para la planificación y la gestión participativas, integradas y sostenibles 

de los asentamientos humanos en todos los países. 

11.a Apoyar los vínculos económicos, sociales y ambientales positivos entre las 

zonas urbanas, periurbanas y rurales fortaleciendo la planificación del desarrollo 

nacional y regional18. [El resaltado es nuestro]. 

Asimismo, el Objetivo 1, busca poner fin a la pobreza en todas sus formas en todo el 

mundo, estipulando como meta que hombres y mujeres, especialmente la población 

vulnerable, cuente con acceso a los servicios básicos:  

 

1.4   Para 2030, garantizar que todos los hombres y mujeres, en particular los 

pobres y los más vulnerables, tengan los mismos derechos a los recursos 

económicos, así como acceso a los servicios básicos, la propiedad y el control 

de las tierras y otros bienes, la herencia, los recursos naturales, las nuevas 

tecnologías y los servicios económicos, incluida la microfinanciación19. [El resaltado es 

nuestro]. 

 

En salud y bienestar, el Objetivo 3 pretende garantizar una vida sana y promover el 

bienestar para todos en todas las sedes. De modo que, invoca a los Estados a alcanzar una 

cobertura sanitaria universal y el acceso a los servicios de salud esenciales de calidad y el 

acceso a medicamentos: 

 

3.8  Lograr la cobertura sanitaria universal, en particular la protección contra los 

riesgos financieros, el acceso a servicios de salud esenciales de calidad y el 

acceso a medicamentos y vacunas seguros, eficaces, asequibles y de calidad 

para todos20. [El resaltado es nuestro]. 

 

En tanto, el Objetivo 4, promueve una educación inclusiva, equitativa, de calidad, así como 

oportunidades de aprendizaje durante toda la vida. En esa línea, fija como meta eliminar la 

disparidad de género en educación y asegurar el acceso igualitario a todos los niveles de 

enseñanza y formación profesionales, sobre todo de quienes se encuentran en grupos de 

alta vulnerabilidad: 

 

“4.5  De aquí a 2030, eliminar las disparidades de género en la educación y 

asegurar el acceso igualitario a todos los niveles de la enseñanza y la 

formación profesional para las personas vulnerables, incluidas las personas 

con discapacidad, los pueblos indígenas y los niños en situaciones de 

vulnerabilidad”21. [El resaltado es nuestro]. 

 

En suma, para que una vía alterna sea considerada idónea debe revestir de 

determinadas condiciones de accesibilidad, en donde se pueda valorar 

razonablemente el tiempo, la distancia, la infraestructura, el acceso a los servicios 

públicos, la seguridad ciudadana, las fuentes de trabajo, entre otras. Por el contrario, si 

no cuenta con una vía alterna accesible, se condiciona a los ciudadanos a transitar 

                                                
18  Íbídem. 
19  Disponible en: https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/poverty/  
20  Disponible en: https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/health/  
21  Disponible en: https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/education/  

https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/poverty/
https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/health/
https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/education/
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obligatoriamente por una vía donde se tiene que pagar derechos de circulación y se 

restringe, por ende, injustificada e inconstitucionalmente la facultad de libre tránsito y el 

disfrute de sus demás derechos. 

 

 

1.2. El peaje Chillón (sentido de norte a Lima) y la falta de accesibilidad de la vía 

alterna  

 

El contrato celebrado con Rutas de Lima no hace referencia a la existencia de vías alternas 

al peaje Chillón, lo que constituye una flagrante vulneración al derecho constitucional a la 

libertad de tránsito, toda vez que, la implementación de un peaje conlleva necesariamente a 

que se habilite una vía accesoria o alterna, para otorgar a quienes se desplazan por la zona 

la opción de transitar por otras vías de manera gratuita y accesibles.  

 

En efecto, de acuerdo al contrato, el “punto de fuga” es toda acción u omisión de cualquier 

autoridad gubernamental, susceptible de afectar los ingresos de Rutas de Lima, tales como 

la construcción, mejoramiento o ampliación de vías que intercepten o atraviesen el área de 

la concesión durante el plazo de la concesión, que puedan afectar el flujo vehicular por las 

unidades de peaje (cláusula 1.102).  

 

Para evitar “puntos de fuga”, el concesionario tiene derecho a instalar unidades de peaje 

adicionales (cláusula 1.122). La MML, además, no podrá solicitar obras adicionales ni 

ejecutarlas si éstas generan “puntos de fuga” (cláusula 7.59); caso contrario, el 

concesionario tendrá derecho a una compensación cuando los actos de cualquier autoridad 

(distintos a la modificación de leyes y disposiciones aplicables a la concesión, incluyendo 

normativa tributaria aplicable22) afecten los ingresos de Rutas de Lima, tales como la 

generación de puntos de fuga dentro del ámbito de la concesión (cláusula 18.7, literal a). Es 

decir, según el contrato de concesión, la eventual construcción de una vía alterna se 

encuentra proscrita en tanto puede generar un punto de fuga y, de suceder ello, el 

concesionario tiene derecho a una compensación.  

 

En atención al problema antes descrito, la Defensoría del Pueblo decidió realizar una 

supervisión institucional en la vía concesionada del peaje Chillón y alrededores, con la 

finalidad de compartir los hallazgos a esta sala del TC que permitan tomar una decisión final 

sobre el ejercicio de la libertad de tránsito y demás derechos fundamentales de los vecinos 

de Puente Piedra.  

 

Específicamente en este punto, la supervisión tuvo 3 recorridos: La ruta 1, que implicó el 

trayecto por el peaje Chillón (sentido norte a Lima) de manera directa; la ruta 2, en la 

considerada vía alterna al peaje; y la ruta 3, que comprende el ingreso al asentamiento 

humano Shangri La , conforme se pasará a explicar con detalle a continuación:  

 

RUTA 1: Recorrido directo por el peaje Chillón (sentido norte a Lima) 

 

La Defensoría del Pueblo realizó el recorrido por el peaje Chillón (sentido norte a Lima) para 

verificar las condiciones (tiempo, distancia, alrededores, entre otros) que implica el paso por 

                                                
22  Según la cláusula 11.4. 
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esta vía en el día a día de cualquier ciudadano. Para ello, representantes de la institución 

partieron desde el frontis de la Municipalidad Distrital de Puente Piedra a las 9:20 a.m. 

(horario no considerado como “hora punta”) y se siguió el recorrido por toda la 

Panamericana Norte hasta culminar en la entrada de “Los Sauces” a las 9:43 a.m. 

 
Nota: Mapa que da cuenta del recorrido realizado por la Defensoría del Pueblo.    

 

El recorrido tuvo un trayecto de 5 km. y duró 23 minutos, 10 de los cuales como 

consecuencia del tráfico generado antes de pagar el peaje (sentido Norte a Lima), y con una 

velocidad de 60 a 70 km/h en promedio. 

 

Punto de 

salida 

Punto de 

llegada 

Peaje 
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Nota: Punto de llegada de la Ruta 1, a 1 km. aproximadamente después del peaje Chillón. 

En la última imagen, es necesario resaltar que, la ruta adyacente al peaje corresponde a un 

ingreso al asentamiento humano Shangri La, el cual solo tiene un desplazamiento local 

hacia el cerro y viviendas de la zona, pero no representa una vía alterna ni un “punto de 

fuga”; antes bien, da cuenta de que para acceder a dicho asentamiento las personas deben 

transitar y pagar necesariamente el peaje.  

 

RUTA 2: Recorrido por la llamada vía alterna al peaje Chillón (sentido de norte a Lima) 

 

La Defensoría del Pueblo realizó un siguiente recorrido por la llamada vía alterna al peaje 

Chillón, principal punto controvertido para dirimir si en este habeas corpus se afecta o no la 

libertad de tránsito de los/as ciudadanos/as de Puente Piedra y otros derechos. Para ello, 

ha tomado en cuenta el mismo punto de inicio que se hizo en la Ruta 1, es decir, se partió 

desde el frontis de la Municipalidad Distrital de Puente Piedra, pero luego se continuó por el 

óvalo de Puente Piedra, continuando por la Av. San Juan de Dios, Av. Cruz Saco, Av. 

Camino Real, hasta desembocar en Trapiche con intersección a la Panamericana Norte, 

que permite salir con rumbo a Lima (sin pagar el peaje Chillón de norte a Lima) o hacia el 

norte (sin pagar peaje porque no hay caseta). 
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Nota: Recorrido en la Ruta 2, que comprendió el paso por 3 distritos: Puente Piedra, Carabayllo y Comas. 

 

El recorrido efectuado por esta ruta que reemplazaría el paso por el peaje Chillón tuvo una 

extensión de 15.5 km., empezó a las 11:15 a.m. y culminó en el cruce de Trapiche con la 

Panamericana Norte a las 11:53 a.m. (duración de 38 minutos), bajo una velocidad de 60 a 

70 km/h en promedio. Además, presentó aproximadamente 5 km. de trocha, zonas de 

escasa transitabilidad y ausencia de señalización.  

 

Esto significa que, a comparación de la ruta directa por la vía concesionada al peaje, 

recorrimos un poco más del triple de distancia, por más de 15 minutos y con el consumo de 

mayor combustible. 

 

Punto de 

salida 

Punto de 

llegada 
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  Nota: Punto de llegada en el cruce de Trapiche con la Panamericana Norte. 

 

 
   Nota: En el punto de llegada se aprecia la salida de los vehículos con dirección al norte o sur.  

Para la Defensoría del Pueblo esta ruta no podría ser considerada como una vía alterna al 

peaje, puesto que no satisface condiciones de accesibilidad mínimas y agrava la lesión de 

los derechos fundamentales de la ciudadanía, a la par que restringe irrazonablemente la 

prestación de los servicios públicos para la ciudadanía, especialmente de quienes se 

encuentran en estado de vulnerabilidad. 

 

Si bien es cierto el tiempo de duración de esta Ruta 2 no resulta determinante para 

descalificarla, sí es menester mencionar que la distancia es un poco más del triple de la 

Ruta 1, porque comprende diversos tramos de los distritos de Puente Piedra, Carabayllo y 

comas, lo que genera un gasto de mayor combustible, incrementando el cobro del servicio 
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de taxi, en perjuicio de una población con ingresos que pueden llegar, en ciertos casos, por 

el sueldo mínimo actual.  

 

Además, como se ahondará en acápites posteriores, constituye una restricción al derecho 

de acceso a la salud de las personas de Puente Piedra sur, quienes tendrán que pagar 

peaje de regreso obligatoriamente si son referenciados al hospital de nivel 2 Carlos 

Lanfranco La Hoz para recibir una atención de salud más compleja. De igual manera, si un 

paciente recién operado, una mujer que recién dio a luz, un adulto mayor o persona con 

discapacidad necesita atenderse en los establecimientos de salud de la zona norte tendrá 

que pagar el peaje, pues transitar por la mal llamada vía alterna podría agravar su condición 

física y salud irreparablemente.  

 

Similar situación acaece con las instituciones educativas más emblemáticas y populosas de 

Puente Piedra norte, por cuanto los niños, niñas y adolescentes tendrán que pagar peaje de 

regreso cada vez que vayan a estudiar o a participar de alguna actividad de integración. 

Esto es aplicable también para los padres de familia que se trasladen a reuniones u otras 

convocatorias propias de cada colegio. 

 

Finalmente, conviene resaltar que tanto las unidades de serenazgo municipal y de 

recolección de residuos sólidos deben pagar peajes para cumplir con su función pública 

para todo el distrito, pues el peaje marca su ingreso para la zona sur de Puente Piedra. No 

podrían utilizar la considerada vía alterna porque no llegarían a atender cualquier 

emergencia que requiera su distrito ni a recoger todos los residuos en el tramo de la vía 

concesionada.  

 

En consecuencia, para la Defensoría del Pueblo esta Ruta 2 no representa una vía 

alterna al peaje, convirtiendo a esta como la única opción de paso para la ciudadanía. 

 

RUTA 3: La presunta vía alterna al lado derecho del peaje (ingreso al Asentamiento 

Humano Shangri La) 

 

Como parte de la supervisión a la ruta del peaje Chillón (sentido norte a Lima), se advirtió la 

existencia una presunta vía alterna ubicada a su margen derecho, específicamente antes de 

la garita y del acceso al puente peatonal “Los Sauces”, y frente al asentamiento humano 

Shangri La. En los siguientes gráficos se muestra con mayor detalle: 
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Nota: Ubicación de la presunta vía alterna (antes del peaje y frente al asentamiento humano Shangri La).  

 
 

 
Nota: Toma panorámica, extraída de Google Maps, donde se aprecia la entrada a la presunta vía alterna que 

conecta al asentamiento humano Shangri La. 

 

Presunta 

vía alterna 

Puente peatonal 

“Los sauces” 
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Nota: Ingreso por la presunta vía alterna que conecta al asentamiento humano Shangri La. 

 

 

 
Nota: Verificación que la presunta vía alterna permite el ingreso de vehículos menores y de forma parcial al 

interior del asentamiento humano Shangri La.  
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Nota: Verificación que la presunta vía alterna solo permite el ingreso de vehículos menores y de forma parcial al 

interior del asentamiento humano Shangri La.  

 

 

 
Nota: Verificación que la presunta vía alterna solo permite el ingreso de vehículos menores y de forma parcial al 

interior del asentamiento humano Shangri La.  

 

Luego de todo el recorrido, se pudo constatar que, si bien existe una vía de acceso al 

lado derecho antes de la entrada al peaje Chillón (sentido norte a Lima), esta no 

puede considerarse como un punto de fuga propiamente dicho y mucho menos una 

vía alterna, ya que solo permite el desplazamiento parcial de vehículos menores, como 

bicicletas, motos o mototaxis hacía el interior del asentamiento humano Shangri La.  



 

20 

Cabe señalar que, tales unidades no pagan peaje, al no ser autos, por lo que tampoco 

representan una merma económica para la concesionaria. Inclusive, esto evidencia la 

necesidad misma de la población que, con el fin de encontrar alguna salida en el norte y 

sur, ha tenido que generar un espacio para que ingresen dentro de las vías locales del 

asentamiento humano, en donde el pago de un peaje ubicado justo al medio de su zona 

tiene un impacto grave para su economía.  

 

1.3. Sobre la imposición del peaje Chillón (sentido norte a Lima) y la vulneración 

del derecho a la salud  

 

La Constitución Política cataloga a la salud no solo como un derecho de índole social, 

progresivo y/o económico, sino que le resguarda una protección más amplia. Es decir, 

desde la dignidad de la persona prevista en el artículo 1, le otorga una cualidad superlativa 

que cuenta todo ser humano. Precisamente, la salud se convierte en ese derecho 

fundamental que todo/a ciudadano/a requiere para el desarrollo y/o desenvolvimiento de 

otros derechos fundamentales, como el caso de los derechos a la vida, integridad, libre 

tránsito, libre desarrollo de la personalidad, etc. 

 

En ese sentido, el Estado23 adquiere un rol de notoria trascendencia, pues a partir de allí, se 

desarrollan y ejecutan aquellas políticas para que la salud sea debidamente garantizada a 

toda la población, más aún para aquella en situación de vulnerabilidad, como se aprecia en 

la presente causa.  

 

Con respecto a esta posición, el TC señala lo siguiente:  

 

“La salud, como derecho fundamental, impone al Estado el deber de realizar las 

acciones necesarias para que todas las personas tengan acceso a los servicios de 

salud, en condiciones de equidad. Incluso […] ha sido destacado también en 

múltiples tratados internacionales, donde se ha impuesto igualmente al Estado la 

obligación de realizar acciones tendientes a brindar a todas las personas acceso, 

en condiciones de equidad y calidad, a los servicios de salud […].24”  

 

La salud, como derecho de índole fundamental, comprende no solo un activismo de los 

órganos públicos encargados, sino que también contempla la superación de determinadas 

barreras que inciden en esta misma. Así, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales de la Organización de las Naciones Unidas (en adelante Comité DESC) ha 

establecido que: 

 

“[…] el derecho a la salud abarca una amplia gama de factores socioeconómicos que 

promueven las condiciones merced a las cuales las personas pueden llevar una vida 

sana y hace ese derecho extensivo a los factores determinantes básicos de la salud, 

como la alimentación y la nutrición, la vivienda, el acceso a agua limpia potable y a 

                                                
23  CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL PERÚ. Artículo 9.- El Estado determina la política nacional de salud. Es 

responsable de diseñarla y conducirla en forma plural y descentralizadora para facilitar a todos el acceso 
equitativo a los servicios de salud. 

24  STC 00033-2010-PI/TC, fundamento 13. 
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condiciones sanitarias adecuadas, condiciones de trabajo seguras y sanas y un 

medio ambiente sano […].25  

 

Todo lo anterior guarda consonancia cuando nos referimos al contenido constitucional 

protegido del derecho a la salud, el cual garantiza que los servicios de salud “se 

brinde[n] en condiciones de calidad, oportunidad, aceptabilidad y accesibilidad física 

y económica”26. En ese sentido, garantizar la accesibilidad aseguraría que un/a 

ciudadano/a cuente con rutas o vías alternas idóneas y adecuadas para la real 

materialización de su salud. 

 

La accesibilidad, como define el Comité DESC implica que “los establecimientos, bienes y 

servicios de salud deben ser accesibles a todos, sin discriminación alguna, dentro de la 

jurisdicción del Estado Parte”27. De ahí que, la salud cuente con esa connotación de 

carácter universal, pues el acceso debe ser para todos/as los/as ciudadanos/as, sin 

condicionamiento alguno. 

 

A su vez, la accesibilidad en su vertiente de accesibilidad física implica que: 

 

“los establecimientos, bienes y servicios de salud deberán estar al alcance 

geográfico de todos los sectores de la población, en especial los grupos 

vulnerables o marginados, como las minorías étnicas y poblaciones 

indígenas, las mujeres, los niños, los adolescentes, las personas mayores, 

las personas con discapacidades y las personas con VIH/SIDA”.28 [El resaltado es 

nuestro]. 

 

Y en cuanto a la vertiente de accesibilidad económica, este es entendido cuando: 

 

“los establecimientos, bienes y servicios de salud están al alcance de todos. Los 

pagos por servicios de atención de la salud y servicios relacionados con los 

factores determinantes básicos de la salud deberán basarse en el principio de la 

equidad (…). La equidad exige que sobre los hogares más pobres no recaiga 

una carga desproporcionada, en lo que se refiere a los gastos de salud, en 

comparación con los hogares más ricos”.29 [El resaltado es nuestro]. 

 

En efecto, consideramos que las vías de acceso corresponderían a estas condiciones 

básicas que, en cuanto a accesibilidad, permitirán que los ciudadanos acudan 

oportunamente a sus centros médicos en caso se produzca algún tipo de 

emergencia; a contrario sensu, si existiesen limitaciones viales, el derecho a la salud 

no solo se menoscaba, sino que además impacta a un número mayor de ciudadanos, 

presentándose una vulneración masiva del derecho a la salud, más aun si nos 

referimos a población en situación de vulnerabilidad. 

                                                
25  COMITÉ DE DERECHOS ECONÓMICOS SOCIALES Y CULTURALES DE LA ORGANIZACIÓN DE LAS 

NACIONES UNIDAS. Observación General Nº 14: El derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud. 
2000. Disponible en: https://www.refworld.org.es/publisher,CESCR,GENERAL,,47ebcc492,0.html  

26  STC 0298-2020-PA/ TC, fundamento 3. 
27  COMITÉ DE DERECHOS ECONÓMICOS SOCIALES Y CULTURALES DE LA ORGANIZACIÓN DE LAS 

NACIONES UNIDAS. Óp. Cit., fundamento 12. 
28  Ibídem. 
29  Ibídem. 

https://www.refworld.org.es/publisher,CESCR,GENERAL,,47ebcc492,0.html
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En la presente causa, el cobro del peaje Chillón ha configurado una afectación al 

derecho a la salud por quebrantar su accesibilidad. En la supervisión defensorial 

observamos que la instalación del referido peaje dividió al distrito en 2 realidades 

geográficas y socioeconómicas distintas, tal como se desarrolló en los fundamentos de 

hecho.  

 

En efecto, se observó que en la zona norte se encuentra el hospital Carlos Lanfranco La 

Hoz, de categoría nivel 230, cuya asistencia médica cuenta con diferentes especialidades y 

de mayor amplitud para la ciudadanía. Por el contrario, hacia la zona sur del propio peaje se 

ubican postas médicas, catalogadas como centro médico de primer nivel de atención; es 

decir, aquella que, “es la puerta de entrada de la población al sistema de salud, en donde se 

desarrollan principalmente actividades de promoción de la salud, prevención de riesgos y 

control de daños a la salud, teniendo como eje de intervención las necesidades de salud 

más frecuentes de la persona, familia y comunidad”.31  

 

 

                                                
30  Según la Resolución Ministerial 546-2011-MINSA, que aprueba la Norma Técnica de Salud “Categorías de 

Establecimientos del Sector Salud”, refiere que el Segundo Nivel de Atención “(…) complementa la Atención 
Integral iniciada en el nivel precedente, agregando un grado de mayor especialización tanto en recursos 
humanos como tecnológicos, brindando un conjunto de servicios de salud dirigidos a solucionar los 
problemas de las personas referidas del primer nivel de atención o aquellas que por urgencia o emergencia 
acudan a los establecimientos de salud de este nivel.”  
Asimismo, el establecimiento médico de este mismo nivel (Categoría II-2) cuenta con Unidades Productoras 
de Servicios de Salud en: consulta externa; emergencia; hospitalización; centro obstétrico; centro quirúrgico; 
unidad de cuidados intensivos; medicina de rehabilitación; diagnóstico por imágenes; patología clínica; 
anatomía patológica; farmacia; centro de hemoterapia y banco de sangre; nutrición y dietética y; central de 
esterilización. Disponible en: https://www.gob.pe/institucion/minsa/normas-legales/243402-546-2011-minsa  

31  Ibídem.  

Peaje 

https://www.gob.pe/institucion/minsa/normas-legales/243402-546-2011-minsa
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Nota: Ubicación del hospital, nivel 2, Carlos Lanfranco La Hoz, en la zona norte de Puente Piedra. 

 

Tal panorama grafica la desigualdad en la que se encuentran las/os ciudadanas/os del 

distrito de Puente Piedra, en tanto, cuando la posta medica allí ubicada no resulte suficiente 

en cuanto atención de salud se refiere, tendrán que ser referenciados a un hospital de 

mayor nivel, como el caso del Hospital Carlos Lanfranco La Hoz. Bajo esa óptica, pese a 

que el peaje se ubica en un solo sentido, donde aparentemente el derecho 

fundamental a la salud se encuentra garantizado, la accesibilidad física y económica 

aludida con anterioridad se encuentran en serio agravio, pues implica que la 

población utilice el peaje para retornar a sus domicilios o, en su defecto, recurran a la 

vía alterna para llegar a ese destino, utilizando mayor recurso económico y 

exponiendo en muchas circunstancias su misma integridad. 

 

 
    Nota: En el frontis del hospital, nivel 2, Carlos Lanfranco La Hoz. 

 

El problema no radica en cuanto a la atención médica, sino más bien cuan accesible para 

el/la ciudadano/a resulta la utilización de estos centros médicos, pues indefectiblemente el 

peaje implica un gasto económico adicional y no razonable para la población de Puente 

Piedra. De ahí que, el derecho a salud, al estar vinculado con otros derechos o bienes 

jurídicos constitucionales, como el derecho a la vida, sobre todo la vida en condiciones 

dignas, o el derecho al libre desarrollo de la personalidad, encuentra una barrera de difícil 

superación cuando existen otros factores y/o circunstancias que obstaculizan su pleno 

ejercicio. 

 

Por último, no podemos pasar por alto lo advertido en el Informe Defensorial 003-2023-

DP/AMASPPI32, donde se realiza una proyección estimada de la propia recaudación en el 

uso del peaje Chillón, de agosto de 2023 a 2046. Así, este monto ascendería a S/. 19 mil 

millones de soles, considerando la tarifa actual de S/ 6.50 y un consecuente incremento. 

                                                
32  DEFENSORÍA DEL PUEBLO. Informe Defensorial N° 003 -2023-DP/AMASPPI. Óp. Cit., p. 11. Disponible 

en: https://www.defensoria.gob.pe/wp-content/uploads/2023/07/ID-Rutas-de-Lima.pdf  

https://www.defensoria.gob.pe/wp-content/uploads/2023/07/ID-Rutas-de-Lima.pdf
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Es en esa línea que, nuestra intervención no claudica cuando nos referimos a población de 

especial protección o en condiciones de vulnerabilidad, como adultos mayores, mujeres 

gestantes, niñas, niños y adolescentes, etc., del distrito de Puente Piedra, donde el uso del 

peaje termina desatendiendo y vulnerando derechos fundamentales e incidiendo 

directamente en el contenido constitucional protegido del derecho a la salud en cuanto a su 

accesibilidad física y económica, explicada por el TC y el Comité DESC. 

 

1.4. Sobre la imposición del peaje Chillón (sentido norte a Lima) y la vulneración 

del derecho a la educación 

 

La Constitución Política del Perú, en su artículo 13, establece que la educación tiene como 

finalidad el desarrollo integral de la persona humana; mientras que el artículo 14 señala que 

la educación promueve el conocimiento, el aprendizaje y la práctica de las humanidades, la 

ciencia, la técnica, las artes, la educación física y el deporte. Prepara para la vida y el 

trabajo y fomenta la solidaridad. 

 

En esa línea, el TC ha precisado que la educación es un derecho fundamental intrínseco y 

un medio indispensable para la plena realización de otros derechos fundamentales, y permite 

al ciudadano participar plenamente en la vida social y política en sus comunidades. 

Atendiendo a ello, concluye que la educación tiene un carácter binario, pues no solo se trata 

de un derecho fundamental, sino también de un servicio público33. 

De esta manera, dicho tribunal precisó que la educación se configura como un servicio 

público, en la medida en que se trata de una prestación pública que explicita una de las 

funciones-fines del Estado, de ejecución per se o por terceros bajo fiscalización estatal. Por 

ende, el Estado tiene la obligación de garantizar la continuidad de los servicios educativos, 

así como de aumentar progresivamente la cobertura y calidad de estos, debiendo tener 

siempre como premisa básica, que tanto el derecho a la educación como todos los 

derechos fundamentales tienen como fundamento el principio de la dignidad humana34. 

La Cuarta Disposición Final y Transitoria de la Constitución establece que las normas 

relativas a los derechos y las libertades que reconoce se interpretan de conformidad con la 

Declaración Universal de Derechos Humanos y con los tratados y acuerdos internacionales 

sobre las mismas materias ratificados por el Perú. Así, el artículo 26.2 de la Declaración 

Universal de Derechos Humanos, señala que la educación tendrá por objeto el pleno 

desarrollo de la personalidad humana y el fortalecimiento del respeto a los derechos 

humanos y a las libertades fundamentales. 

En ese mismo sentido, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales, en el artículo 13.1, establece que los Estados Partes reconocen el derecho de 

toda persona a la educación; y que este derecho debe orientarse hacia el pleno desarrollo 

de la personalidad y del sentido de su dignidad, y debe fortalecer el respeto por los 

derechos humanos y las libertades fundamentales.  

                                                
33  STC 00538-2019-PA/TC, fundamento 4. 
34  STC 03925-2017-PA/TC, fundamento 12. 
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Del mismo modo, el Comité DESC precisa que la educación, en todas sus formas y en 

todos los niveles, debe tener las siguientes cuatro características interrelacionadas y 

fundamentales: 

a) Disponibilidad. Debe haber instituciones y programas de enseñanza en 

cantidad suficiente en el ámbito del Estado Parte. Las condiciones para que 

funcionen dependen de numerosos factores, entre otros, el contexto de desarrollo 

en el que actúan; por ejemplo, las instituciones y los programas probablemente 

necesiten edificios u otra protección contra los elementos, instalaciones sanitarias 

para ambos sexos, agua potable, docentes calificados con salarios competitivos, 

materiales de enseñanza, etc.; algunos necesitarán, además, bibliotecas, servicios 

de informática, tecnología de la información, etc. 

b) Accesibilidad. Las instituciones y los programas de enseñanza han de ser 

accesibles a todos, sin discriminación, en el ámbito del Estado Parte. La 

accesibilidad consta de tres dimensiones que coinciden parcialmente: 

i) No discriminación. La educación debe ser accesible a todos, especialmente a 

los grupos más vulnerables de hecho y de derecho, sin discriminación por 

ninguno de los motivos prohibidos. 

ii) Accesibilidad material. La educación ha de ser asequible materialmente, ya 

sea por su localización geográfica de acceso razonable (por ejemplo, una 

escuela vecinal) o por medio de la tecnología moderna (mediante el acceso a 

programas de educación a distancia). 

iii) Accesibilidad económica. La educación ha de estar al alcance de todos. Esta 

dimensión de la accesibilidad está condicionada por las diferencias de redacción 

del párrafo 2 del artículo 13 respecto de la enseñanza primaria, secundaria y 

superior: mientras que la enseñanza primaria ha de ser gratuita para todos, se pide 

a los Estados Partes que implanten gradualmente la enseñanza secundaria y 

superior gratuita. 

c) Aceptabilidad. La forma y el fondo de la educación, comprendidos los 

programas de estudio y los métodos pedagógicos, han de ser aceptables (por 

ejemplo, pertinentes, adecuados culturalmente y de buena calidad) para los 

estudiantes. Este punto está supeditado a los objetivos de la educación 

mencionados en el párrafo 1 del artículo 13 y a las normas mínimas que el Estado 

apruebe en materia de enseñanza. 

d) Adaptabilidad. La educación ha de tener la flexibilidad necesaria para 

adaptarse a las necesidades de sociedades y comunidades en transformación y 

responder a las necesidades de los alumnos en contextos culturales y sociales 

variados.35 [El resaltado es nuestro]. 

 

Para el TC, el contenido constitucionalmente protegido de este derecho fundamental 

se encuentra determinado por el acceso a una educación adecuada, la libertad de 

enseñanza, la libre elección del centro docente, el respeto a la libertad de conciencia de los 

estudiantes, el respeto a la identidad de los educandos, la libertad de cátedra, y la libertad 

de creación de centros docentes y universidades. Desde luego, dicho contenido deberá 

                                                
35  COMITÉ DE DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES DE LAS NACIONES 

UNIDAS. Observación General E/C.12/1999/10 de fecha 8 de diciembre de 1999. 
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realizarse en concordancia con las finalidades constitucionales que le corresponden a la 

educación en el marco del Estado social y democrático de Derecho36. 

 

Conforme ha sido expuesto en los considerandos que anteceden, en la supervisión  que 

llevó a cabo la Defensoría del Pueblo en la zona materia de controversia, esto es, en 

el peaje Chillón y áreas aledañas, se constató que no existe una ruta idónea que 

dentro de parámetros razonables constituya y tenga las condiciones de una vía 

alterna, que otorgue a los ciudadanos la posibilidad de poder elegir, de manera alternativa, 

y sin cargas económicas, su desplazamiento por una vía.  

 

En efecto, en la inspección se comprobó que la implementación del peaje Chillón dividió al 

distrito de Puente de Piedra en 2 zonas, que pueden ser identificadas como zona norte y sur 

(esta última comprende tres grandes sectores: Chillón, Laderas de Chillón y La Ensenada). 

 

Asimismo, se constató que dos de los más grandes colegios públicos del distrito de Puente 

Piedra, como son el Augusto B. Leguía y Manuel Tobías García Cerrón se encuentran 

ubicados en la zona norte del distrito. 

 

 

                                                
36  STC 03925-2017-PA/TC, fundamento 8. 

Peaje 
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Nota: Ubicación de la I.E. Augusto B. Leguia  y Manuel Tobías García Cerrón en la zona norte de Puente 

Piedra. 

 

 

 

 
  Nota: En el frontis de la I.E. Augusto B. Leguía. 

 

Tal situación pone de manifiesto que las familias residentes en el sector sur del aludido 

distrito tengan el decidido interés de que sus hijos estudien en los colegios públicos 

señalados, además de realizar valoraciones que resultan consustanciales a dicha elección, 

como lo son la calidad educativa, distancia, entre otros factores. En este caso, tendrán que 

considerar que su decisión les generará un impacto significativo en su economía familiar, 

toda vez que, para su desplazamiento diario a los antes mencionados centros de estudio, 

inevitablemente tendrán que pagar peaje; todo lo cual podría conllevar a que desistan de 

dicha opción educativa por la carga económica que les generaría tal elección. Ello, en razón 

de que, como ha sido expuesto precedentemente, no existe una vía alterna idónea a la vía 

en la cual se encuentra el peaje Chillón. 

 

En tal sentido, se advierte que existe una afectación en cuanto al acceso material del 

derecho a la educación, toda vez que el pago del peaje para desplazarse desde la 

zona sur a norte del distrito constituye un aspecto relevante que ineludiblemente va 

influir en los residentes de la zona, qué duda cabe, de manera negativa, pues estos, al 

momento de considerar a los colegios Augusto B. Leguía y Manuel Tobías García Cerrón, 

como instituciones a las que se podría acceder para recibir el servicio educativo 

correspondiente, estarían decidiendo, finalmente, ya no en función a sus intereses y 

necesidades, sino por las condiciones de accesibilidad material a este derecho fundamental. 

 

A partir de lo cual, y teniendo en consideración el rol que le compete a un Estado 

Constitucional como el nuestro —en el que el modelo económico que rige es el de una 

economía social de mercado—, a fin de tutelar y garantizar el debido acceso a los derechos 

fundamentales, como es el caso del derecho a la educación, le corresponde a este llevar a 
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cabo todas las medidas que resulten convenientes con la finalidad de garantizar el acceso 

material de este derecho de manera efectiva. 

 

Por las razones expresadas, urge que el TC, al momento de resolver, disponga lo 

conveniente a fin de que las entidades demandadas implementen y lleven a cabo las 

acciones que resulten necesarias y pertinentes a fin de garantizar el debido acceso material 

del derecho a la educación de los vecinos residentes del distrito de Puente Piedra y de las 

zonas aledañas. 

 

1.5. Sobre la imposición del peaje Chillón (sentido norte a Lima) y la vulneración 

del derecho al libre desarrollo de la personalidad 

 

La situación en torno a la vía concesionada y la falta de vías alternas idóneas que permita el 

libre desplazamiento de la ciudadanía no solo llega a impactar negativamente en los 

derechos a la libertad de tránsito, salud y educación, sino que, como consecuencia de ello, 

las personas ven dificultada la posibilidad de realizar su propio proyecto de vida, lo cual 

podría significar la afectación del derecho al libre desarrollo de su personalidad.  

 

El artículo 2.1 de nuestra Constitución reconoce el derecho de toda persona a su libre 

desarrollo. Como toda disposición de derecho fundamental, ha sido concebida de manera 

abierta; sin embargo, ello no es óbice para delimitar su contenido protegido. Considerando 

al individuo como un ser digno dotado de autonomía, este derecho implica reconocer como 

atributo de la persona la libertad de poder llevar a cabo aquello que permita su desarrollo. 

En otras palabras, se reconoce al individuo la facultad de poder decidir sobre su existencia, 

así como en la construcción y concreción de su plan de vida y, en general, efectuar todo lo 

que le permita su autorrealización.   

 

Este poder de autodeterminación es consustancial a la persona y hace posible que el 

individuo pueda definir los principales aspectos sobre su existencia libremente. Para el TC, 

este derecho comporta el reconocimiento de una libertad general de actuación del ser 

humano en relación con el desarrollo de su personalidad e identidad. De esa manera, el 

precitado derecho supone asegurar un haz indeterminado de actuaciones, en cuyo marco 

se garantiza el respeto por aquellas decisiones relevantes para una persona y que 

trascienden a su propia existencia, así como también aquellas que contribuyen a reafirmar 

su propio “yo” y autodefinirse como ser individual37.  

 

De lo antes señalado, se puede colegir que al amparo de este derecho se debe proteger 

toda facultad o actuación que “sean consustanciales a la estructuración y realización de la 

vida privada y social de una persona”. Ello, desde luego, implica reconocer ámbitos de 

actuación sustraídos de toda intervención por parte de terceros, de manera que en tales 

espacios no pueda restringirse de forma arbitraria la capacidad de acción y/o elección de un 

individuo, aún si se encuentran vinculadas a aspectos de su vida cotidiana, ello en razón de 

su autonomía38. 

                                                
37  STC 2868-2004-AA/TC, fundamento 14, STC 1423-2013PA/TC, fundamento 31 y STC 2027-2021-PA/TC, 

fundamentos 15 – 16 y 30. 
38  STC 2868-2004-AA/TC, fundamento 14, STC 2098-2010-PA/TC, fundamentos 29 y 30; STC 1423-

2013PA/TC, fundamento 32 y STC 0374-2017-PA/TC, fundamento 26. 
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En la jurisprudencia del TC se han precisado diversos ámbitos de decisión de todo ser 

humano que se encuentran vinculados al desarrollo de su personalidad y que, por tanto, 

cuentan con protección constitucional:  

 

 Derecho a decidir con quién contraer matrimonio39. 

 Derecho a mantener relaciones sentimentales en la estructura de la institución de las 

Fuerzas Armadas40.  

 Derecho de las mujeres a estudiar una carrera militar como opción profesional y a 

ejercer la maternidad41. 

 Derecho a usar de tatuajes como expresión de la personalidad del ser humano42. 

 Derecho al esparcimiento o diversión43.  

 Derecho a la visita íntima de las personas privadas de libertad44.  

 Derecho a la autodeterminación reproductiva45. 

 Derecho de libertad sexual en adolescentes (14 y 18 años)46. 

 Libertades de expresión e información como fundamento del libre desarrollo de la 

personalidad47. 

 Fumar como actividad protegida48. 

 

Como se aprecia, para el supremo intérprete de la Constitución existen conductas 

esenciales que deben ser protegidas, ya sea porque de esa manera se garantiza el respeto 

por un ámbito de libre elección personal, que alcanza decisiones que inciden en la 

construcción de una propia identidad (uso de tatuajes), en asuntos relevantes para la 

existencia de la persona (ejercicio de la maternidad, contraer matrimonio, etc.) e inclusive 

en estilos de vida (fumar).  

 

En esa línea, debe considerarse que el acceso a servicios básicos de salud y educación son 

aspectos esenciales de ineludible observancia para el Estado, no solo por las razones 

expuestas en los acápites anteriores sino también por constituirse en condiciones sin las 

cuales no sería posible construir un proyecto de vida. En efecto, ninguna persona podría 

llevar a cabo un plan de vida adecuado si no se le han ofrecido las garantías básicas 

para dicho fin. No se trata, por tanto, de asegurar un determinado resultado, sino que, por 

lo menos, se prevean condiciones mínimas que permitan a la persona optar o no por 

aquello que le resulte provechoso. 

 

En el presente caso, se ha podido advertir que la falta de una vía alterna idónea respecto 

del peaje Chillón hace de este un obstáculo para que las personas accedan a 

establecimientos de salud y/o a instituciones educativas que se encuentren a su 

                                                
39  STC 2868-2004-AA/TC, fundamento 14. 
40  STC 3901-2007-PA/TC, fundamento 13; STC 2098-2010-PA/TC, fundamentos 33 y 34; STC 0855-2016-

PA/TC, fundamento 13 y STC 1844-2021-PA/TC, fundamentos 18 – 24. 
41  STC 1423-2013-PA/TC, fundamento 33 y STC 0374-2017-PA/TC, fundamento 27. 
42  STC 2027-2021-PA/TC, fundamento 30. 
43  STC 0007-2006-PI/TC, fundamento 49. 
44  STC 1575-2007 -PHC/TC, fundamentos 24 y 25. 
45  STC 2005-2009-PA/TC, fundamento 6. 
46  STC 0008-2012-PI/TC, fundamento 22. 
47  STC 0015-2010-PI/TC, fundamento 16. 
48  STC 0032-2010-PI/TC, fundamentos 24 – 25. 
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alcance y que les ofrezcan servicios de calidad. En efecto, la situación socioeconómica 

de la mayoría de personas que habitan en Puente Piedra, es decir, del 72.7%, es 

preocupante, ya que, como hemos señalado en el presente escrito, se encuentran en un 

estrato social bajo y medio bajo. Por esta razón, tal sector se vería obligado a evitar el 

tránsito por la mencionada vía a fin de no ver afectada su economía, reduciendo sus 

opciones para acceder a mejores servicios públicos.  

Piénsese, por ejemplo, en aquellas personas (población de Puente Piedra sur) que, por 

evitar el gasto que pueda significarle el pago del peaje o no cuenten con los recursos 

económicos para solventarlo frecuentemente, no puedan acudir al hospital de nivel 2 Carlos 

Lanfranco La Hoz (ubicado en la zona norte de Puente Piedra) y deban únicamente 

atenderse en una posta que no cuenta con el mismo equipamiento y especialistas de 

diversas áreas. 

 

La inaccesibilidad a la que aludimos podría conllevar a que la estructuración de un 

proyecto de vida se vea limitado dada la situación antes descrita, lo cual se presentaría 

principalmente en personas que se encuentran en situación de pobreza y pobreza extrema. 

En consecuencia, el peaje Chillón y la falta de vías alternas idóneas constituyen una 

limitación arbitraria del derecho de toda persona a acceder a servicios básicos de salud y 

educación, lo cual termina por afectar el derecho al libre desarrollo de la personalidad 

 

1.6. Sobre la imposición del peaje Chillón (sentido norte a Lima) y la vulneración 

de las libertades de empresa y comercio 

 

La Constitución reconoce un conjunto de libertades que son base de nuestro régimen 

económico y se constituyen como garantías de la democracia y del pluralismo. Al respecto, 

el TC ha señalado que el contenido de estas libertades económicas (libertad contractual, 

libertad de empresa, libre iniciativa privada, libre competencia, libertad de comercio y 

libertad de trabajo) debe ser desarrollado a partir del tipo de Estado y del modelo económico 

que la Norma Suprema configure; por ello, sostiene que las tensiones que se susciten en 

torno a estas deben ser resueltas en el marco de los preceptos del Estado Social y 

Democrático de Derecho (art. 43), de Economía Social de Mercado (art. 58) y pluralismo 

económico (art. 60)49.  

 

A partir de estas consideraciones se ha señalado que el derecho fundamental a la libertad 

de empresa asegura la libre participación de las personas en el mercado50, englobando una 

serie de libertades que lo informan y dan contenido: i) libertad de creación de empresa y de 

acceso al mercado; ii) libertad de organización; iii) libertad de competencia; y iv) libertad 

para cesar actividades51. De esa manera, este derecho comporta como garantía el poder 

asegurar el ingreso, permanencia y solidez de una empresa en el mercado, así como decidir 

libremente sobre su salida en el momento que considere más oportuno52.  

                                                
49  STC 1405-210-PA/TC, fundamento 12 y STC 3479-2011-PA/TC, fundamento 5. 
50  En palabras del TC: “[…] la libertad de empresa se erige como derecho fundamental que garantiza a todas 

las personas (naturales y/o jurídicas) participar en la vida económica de la Nación, y que el poder público no 
solo debe respetar, sino que además debe respetar, sino que además debe orientar, estimular y promover, 
conforme lo señalan los artículos 58° y 59° de la Constitución”. En: STC 1405-210-PA/TC, fundamento 13. 

51  Cfr. KRESALJA, B. y OCHOA, C. Derecho Constitucional Económico. Lima: Fondo Editorial de la Pontificia 
Universidad Católica del Perú, 2017, pp. 65-66.  

52  Ídem., p. 67. 
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Ciertamente, los derechos fundamentales han sido concebidos como derechos subjetivos 

que suponen una serie de atributos que son consustanciales a la persona en razón de su 

condición como ser digno. El surgimiento del pensamiento liberal en respuesta al 

absolutismo monárquico supuso la afirmación de la libertad individual como núcleo de los 

derechos, cuya titularidad recaía en las personas y que, en esa medida, eran oponibles al 

Estado. Es a partir de tales fundamentos que se estructura la teoría de los derechos 

fundamentales, que implicaban un deber de no injerencia y de protección de los diversos 

ámbitos que dichas libertades tutelaban.   

 

Sin embargo, teniendo como contexto al Estado Constitucional, los derechos fundamentales 

adquieren el carácter de principios en razón a que representan valores supremos que 

orientan e informan la actuación de todos los poderes públicos y de los particulares. El 

reconocimiento constitucional de los derechos fundamentales como parte de un sistema 

axiológico positivizado, supone que todo el ordenamiento deba adscribirse a los valores que 

en ellos subyacen, de ahí que su realización constituya un deber del Estado53.   

 

En palabras del profesor Carlos Blancas54:  

 

“La concepción de los derechos fundamentales como elementos objetivos del 

sistema axiológico de la Constitución no supone, pues, su desvalorización como 

derechos públicos […] sino que añade […] una nueva función o significado que, 

lógicamente, no se contrapone a su significado inicial como derechos de defensa 

ante el Estado. Por el contrario, aquella nueva función lo refuerza y consolida al 

afirmar que los valores subyacentes a cada derecho integran el ordenamiento 

objetivo del Estado, lo que […] impone a este el deber de realizarlos como una de 

sus tareas principales”. 

 

En esa línea, los derechos fundamentales en tanto principios constituyen la base de todo el 

ordenamiento, por lo que tanto el Estado como particulares no solo deben observar un 

deber especial de no interferencia respecto del ejercicio de los derechos en general, sino 

también asegurar su plena realización.  

 

En el presente caso, se ha sostenido que la falta de vías alternas idóneas implica que 

las personas deban transitar obligatoriamente a través del peaje Chillón. Si a ello se 

suma el elevado costo que supone la tarifa por derecho de paso, podría existir una 

afectación en la economía de las empresas de transporte de carga pesada y de 

aquellas que brindan servicio público de transporte de personas.  

 

El impacto negativo en la economía de dichas empresas debido al pago de peajes ha sido 

una preocupación constante del Estado peruano. En el año 2022, en el marco de la 

reactivación económica, el gobierno aprobó55 la devolución de aproximadamente S/ 

207,826,000 a favor del 86% de transportistas de carga y de pasajeros en el país, medida 

                                                
53  BLANCAS, Carlos. Derechos fundamentales de la persona y relación de trabajo. Lima: Fondo Editorial 

PUCP, 2007, pp. 37 – 39.  
54  Ídem., p. 40. 
55  Mediante Decreto de Urgencia 021-2022.  
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que permitió cubrir el 40% de pagos por peajes que hubiesen realizado entre setiembre y 

diciembre de 202256.   

 

Dicho subsidio aprobado mediante Decreto de Urgencia 021-2022 reconoció que si bien 

existen factores exógenos que puedan influir en la economía de las mencionadas 

empresas57, el pago de peajes constituye “un factor importante en los costos que 

enfrentan los transportistas prestadores del servicio de transporte público terrestre 

de mercancías y del servicio de transporte regular de personas”.  

 

Tal es el impacto que pueda suponer el pago de peajes en la economía de los 

transportistas, que ese mismo año los ministros de Economía, Transportes, Agricultura y 

Energía y Minas buscaron dialogar con las empresas concesionarias de los peajes a fin de 

reducir las tarifas respectivas58.  

 

Debe tenerse en cuenta que el subsidio otorgado por el gobierno es de naturaleza temporal 

y que las razones que motivaron su aprobación aún prexisten. De ahí que, podamos inferir 

que existe un riesgo latente de que la economía de los transportistas pueda verse 

comprometida seriamente.  

 

Situación particular se presenta en el caso del peaje Chillón (sentido norte a Lima), puesto 

que las empresas de transporte de carga pesada y de aquellas que brindan servicio público 

de transporte de personas no solo deben afrontar la crisis económica nacional y mundial, a 

ello se suma la problemática de tener que transitar de manera obligada por dicho peaje y 

asumir costos aún más elevados.  

 

Al respecto, en el Informe Defensorial 003 -2023-DP/AMASPPI nuestra institución dio 

cuenta de una proyección respecto a la recaudación en favor de la empresa concesionaria. 

En efecto, la ejecución del contrato de concesión durante el periodo de agosto de 

2023 a enero de 2046 conllevaría a que el monto recaudado ascienda a S/19 mil 

millones, ello considerando la invariabilidad de la tarifa actual de S/6,50.59 

 

Del contexto antes descrito se desprende el fuerte impacto en la economía de las 

referidas empresas de transportes, existiendo un riesgo inminente de que muchas de 

estas puedan verse en la necesidad de optar por el cese de sus actividades. 

 

Por otra parte, debemos sostener que también se verían afectadas las libertades de 

comercio de la población del distrito de Puente Piedra. Esta libertad supone la facultad que 

                                                
56  MTC. MTC devolverá más de S/ 200 millones a transportistas de carga y pasajeros a nivel nacional. Lima, 

2022. Disponible en: https://www.gob.pe/institucion/mtc/noticias/662894-mtc-devolvera-mas-de-s-200-
millones-a-transportistas-de-carga-y-pasajeros-a-nivel-nacional  

57  Dicho decreto de urgencia hizo referencia a la guerra entre Ucrania y Rusia y al COVID-19 como razones 
para otorgar dicho subsidio. 

58  INFOBAE. Gobierno planea dialogar con concesionarios para reducir las tarifas del peaje. [Infobae]. Lima: 
2022. Disponible en: https://www.infobae.com/america/peru/2022/04/04/gobierno-planea-dialogar-con-
concesionarios-para-reducir-las-tarifas-del-peaje/  

59  DEFENSORÍA DEL PUEBLO. Informe Defensorial N° 003 -2023-DP/AMASPPI. Óp. Cit., p. 11. Disponible 
en: https://www.defensoria.gob.pe/wp-content/uploads/2023/07/ID-Rutas-de-Lima.pdf 

https://www.gob.pe/institucion/mtc/noticias/662894-mtc-devolvera-mas-de-s-200-millones-a-transportistas-de-carga-y-pasajeros-a-nivel-nacional
https://www.gob.pe/institucion/mtc/noticias/662894-mtc-devolvera-mas-de-s-200-millones-a-transportistas-de-carga-y-pasajeros-a-nivel-nacional
https://www.infobae.com/america/peru/2022/04/04/gobierno-planea-dialogar-con-concesionarios-para-reducir-las-tarifas-del-peaje/
https://www.infobae.com/america/peru/2022/04/04/gobierno-planea-dialogar-con-concesionarios-para-reducir-las-tarifas-del-peaje/
https://www.defensoria.gob.pe/wp-content/uploads/2023/07/ID-Rutas-de-Lima.pdf
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tiene una persona de ser partícipe de la vida económica de la nación a través del libre 

intercambio de bienes y servicios60. 

 

Tal como hemos sostenido en el presente informe, la mayor parte de la población de Puente 

Piedra forma parte de los estratos sociales bajo y medio bajo (72.7%). Ello, aunado al hecho 

de que no existen vías alternas idóneas respecto del peaje Chillón, haría de este un 

obstáculo para el libre intercambio de bienes y servicios. En efecto, la situación de 

pobreza y pobreza extrema de la población haría que muchos eviten el tránsito por 

dicha vía, lo cual los privaría de poder establecer relaciones comerciales con otros 

agentes económicos, viéndose así impedidos de ser partícipes de la actividad de 

comercio en condiciones de igualdad en el país.  

 

Es importante destacar que, en la zona norte de Puente Piedra se hallan los 2 centros de 

abastos mayoristas más grandes del distrito: El mercado Huamantanga y Tres Regiones. En 

tanto, en la parte sur de Puente Piedra solo se encuentran mercados minoristas o para 

intercambiar bienes y productos a menor escala y a mayor precio. 

 

                                                
60  STC 0024-2013-PI/TC, fundamentos 15 – 16. 
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Nota: Mercados mayoristas Tres Regiones y Huamantanga ubicados en la zona norte de Puente Piedra. 

 

 

 

 

Peaje 
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  Nota: En el frontis del mercado mayorista Huamantanga. 

 

 

 
  Nota: En el frontis del mercado mayorista Tres Regiones. 

 

De conformidad con las imágenes compartidas, se puede advertir que los vecinos de 

Puente Piedra sur se ven restringidos para acceder y comprar sus productos en los 

mercados mayoristas en grandes cantidades y a bajos precios, debido al pago obligatorio 

del peaje ubicado dentro del distrito y ante la falta de una vía alterna idónea, restringiendo 
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sus opciones de compra a comerciantes minoristas con productos limitados y a un costo 

mayor. Esta situación, en consecuencia, contraviene de manera desproporcionada e 

irrazonable la libertad de comercio entre los agentes económicos de Puente Piedra. 

 

Finalmente, por todas las razones esgrimidas en la presente ampliación de amicus curiae, 

solicitamos a este alto tribunal emitir un pronunciamiento que sirva para la aplicación 

de casos futuros, en donde se evalúe los alcances de la libertad de tránsito en el 

marco del pago de peajes, así como el impacto social y jurídico que dicha imposición 

genera para el ejercicio de los derechos fundamentales y la prestación de los 

servicios públicos de las personas, en especial, de aquellos que forman parte de los 

grupos de especial protección a cargo del Estado o se hallan en condición de 

vulnerabilidad. 

 

POR TANTO:  

 

A usted, señor presidente de la Sala 2 del Tribunal Constitucional solicito proveer el 

presente escrito conforme a ley. 

 

OTROSÍ DIGO:  

 

El presente escrito ha sido elaborado basado en la supervisión  efectuada a la vía 

concesionada del peaje Chillón, presuntas vías alternas y demás zonas aledañas en Puente 

Piedra. (Disponible también en el siguiente enlace: 

https://www.youtube.com/watch?v=EZOWJ9U-myM)  

 

Asimismo, tomar en cuenta el Informe Defensorial 003-2023-DP/AMASPPI: El caso de la 

concesión vías nuevas de Lima y la afectación al interés público: Una aproximación a partir 

de la vulneración de los derechos fundamentales. (Disponible: 

https://www.defensoria.gob.pe/wp-content/uploads/2023/07/ID-Rutas-de-Lima.pdf)  

 

 

 

Lima, 8 de noviembre de 2023 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Elizabeth Zea Marquina 
Adjunta en Asuntos Constitucionales (e) 

Defensoría del Pueblo 

https://www.youtube.com/watch?v=EZOWJ9U-myM
https://www.defensoria.gob.pe/wp-content/uploads/2023/07/ID-Rutas-de-Lima.pdf
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